MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE SE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL CONVENIO Nº 151, DE LA ORGANIZACION INTERNACIONAL DEL TRABAJO.
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Honorable Cámara de Diputados:





A S.E.  EL


PRESIDENTE


DE  LA  H.


CAMARA  DE


DIPUTADOS.


	El Supremo Gobierno, durante los últimos años, ha desarrollado diversas políticas tendientes a modernizar la función pública, con el propósito de adecuarla a las exigencias y necesidades del nivel de desarrollo económico y social que ha alcanzado el país.


	Un aspecto fundamental de tales políticas lo constituye la modernización de las relaciones laborales en la Administración Pública. En efecto, como lo demuestra la experiencia internacional, la calidad del Servicio Público se encuentra directamente vinculada con la existencia de un positivo clima de relaciones entre la Administración y sus funcionarios, lo que a su vez es resultado de la existencia de mecanismos y prácticas orientadas a establecer formas apropiadas de participación de los trabajadores en los campos y materias que les afecten laboralmente.











Para el Gobierno, el concepto de modernización de la función pública se identifica, en consecuencia, tanto con las políticas destinadas a elevar su eficiencia y eficacia como con aquellas destinadas a perfeccionar las modalidades de relaciones laborales. Más aún, considera que ambas dimensiones se requieren mutuamente y que el éxito de una es necesario para el éxito de la otra. Por ello, se presentó al H. Congreso Nacional, en el  año 1992, un proyecto de ley que reconoció a los funcionarios de la Administración del Estado el derecho a constituir asociaciones, a través de las cuales ejercieran formas de participación, el que fue aprobado con un alto consenso. Asimismo, se han desarrollado mecanismos convencionales para acordar los reajustes anuales de remuneraciones y otras materias relacionadas con las condiciones de empleo de los funcionarios públicos. Todo ello ha permitido que la legislación, así como la práctica nacional, se encuentren hoy acordes con el derecho internacional del trabajo.


En efecto, la Ley Nº 19.296, publicada el 14 de marzo de 1994, estableció las normas sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado, reconociéndole a los mismos el derecho de constituir, sin autorización previa, las asociaciones que estimen conveniente, con la sola condición de sujetarse a la ley y a los estatutos de las mismas.


Dicho cuerpo legal dispuso que la afiliación a una asociación de funcionarios será voluntaria, personal e indelegable y dispuso que la asociación adquirirá personalidad jurídica desde el momento del depósito del acta de constitución y de sus estatutos en la respectiva Inspección del Trabajo.


Asimismo, contempla los permisos y las prerrogativas de que gozarán los miembros de los directorios y se reconoce a las asociaciones de funcionarios el derecho de federarse y confederarse.











Respecto a la forma de determinación de materias fundamentales relacionadas con las condiciones de empleo de los funcionarios públicos, en Chile, como se mencionó, desde hace varios años existe la práctica de acordarlas convencionalmente cada año.


Atendido lo anteriormente expuesto, se estima conveniente ratificar por nuestro país el Convenio Nº 151 sobre “La protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública”, aprobado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo el 7 de junio de 1978 en su Sexagésima Cuarta reunión.


		El Convenio Nº 151, que se somete a vuestro conocimiento tiene aplicación respecto de las personas empleadas por la administración pública, en la medida que no les afecten otras disposiciones más favorables de otros Convenios Internacionales del Trabajo.


		En tal sentido, dispone que las legislaciones nacionales deberán establecer hasta qué grado las garantías establecidas en el convenio de que se trata, son aplicables a los empleados de alto nivel y a los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de la Policía.


		El Convenio establece los siguientes criterios ordenadores para nuestra legislación:


		1. Protección del derecho de sindicación


		Los empleados públicos gozarán de protección adecuada contra todo acto de discriminación antisindical en relación con su empleo, en especial contra todo acto que tenga por objeto condicionar su empleo a que se afilie o deje de ser miembro de una organización de empleados públicos, o despedirlo, o perjudicarlo de cualquier forma a causa de su afiliación a dichas organizaciones o respecto de su participación en las actividades normales de ellas.











		En tal sentido, dispone que las organizaciones de empleados públicos deben gozar de independencia respecto de las autoridades públicas y de todo acto de ingerencia de ella en su constitución, funcionamiento o administración.


		2. Facilidades que deben concederse a las organizaciones de empleados públicos


		Los representantes de las organizaciones reconocidas de funcionarios públicos gozarán de las facilidades que les permita el desempeño de sus funciones durante las horas de trabajo o fuera de ellas, sin que se perjudique el funcionamiento eficaz de la administración.


		3. Procedimiento para la determinación de las condiciones de empleo


		Se debe estimular y fomentar el desarrollo y utilización de procedimientos de negociación entre las autoridades públicas competentes y las organizaciones de empleados públicos acerca de las condiciones de empleo o de cualquiera otros métodos que permitan a los empleados públicos participar de la determinación de dichas condiciones.


		4. Solución de Conflictos


		La solución de los conflictos  que se planteen con motivo de la determinación de las condiciones de empleo, procurarán enmarcarse de acuerdo a las condiciones nacionales por medio de la negociación de las partes o bien mediante procedimientos independientes e imparciales, tales como la mediación, conciliación y el arbitraje de manera tal que inspiren la confianza de los interesados.


		5. Derechos civiles y políticos


		El convenio estipula que los empleados públicos, al igual que los demás trabajadores gozarán de los derechos civiles y políticos esenciales para el ejercicio normal del principio de libertad sindical, con reserva solamente de las obligaciones que se deriven de su condición y de la naturaleza de sus funciones.





Por lo anterior, vengo en someter a la consideración del H. Congreso Nacional, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones, con urgencia en todos sus trámites constitucionales, incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículo 26 y siguientes de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”, el siguiente














P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:








"ARTICULO UNICO.- Apruébase el Convenio Nº 151, sobre “La Protección del Derecho de Sindicación y los Procedimientos para determinar las Condiciones de Empleo en la Administración Pública”, adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo congregada en Ginebra el 7 de junio de 1978 en su sexagésima cuarta reunión.”.








Dios guarde a V.E.,




















		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República

















	JOSE MIGUEL INSULZA SALINAS


	Ministro de Relaciones Exteriores

















						JORGE ARRATE MAC NIVEN


						 Ministro del Trabajo


						  y Previsión Social
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